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Acta N° 05-2012

SESIÓN COMISIÓN DE GÉNERO

(9 de agosto 2012)

Se inicia a las nueve horas del nueve de agosto de dos mil doce con la asistencia de la señora Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia la Magistrada Zarela Villanueva Monge, la Magistrada de la Sala Tercera Dorias Arias Madrigal y las señoras Alba Solano Chacón, Olga Fallas Ulloa, Marielos Gamboa Conejo, María Alexandra Bogantes Rodríguez, Silvia Retana Salas, André Guerrero Gómez y Xinia Fernández Vargas. El resto de las personas integrantes de la Comisión no pudieron asistir en razón de diversas situaciones que debían atender en sus despachos.

AGENDA
1.  Minuta sesión del 19-07-2012 y seguimiento de acuerdos.

2. Caso de Juez Sixto Solera Chaves. Mag. Doris Arias Madrigal.

3. Caso señora Rebeca González.

4. Correspondencia recibida:

•
Acuerdo Corte Plena, designación de la Magistrada Carmenmaría Escoto y el Magistrado Román Solís, como representantes de la Sala I en la Comisión de Género.

•
Acuerdo Consejo Superior sobre Informe de Planificación 95-EST-12, Fiscalías Penal Juvenil 2011.

•
Acuerdo Consejo Superior sobre Informe 102-EST-12, Fiscalías adultos 2011.

5. Varios.

Punto I. Minuta sesión 19 de julio e informe sobre seguimiento de acuerdos.
1.1.
Respecto a situación de Fiscalía de Goicoechea  se envió oficio 384-STG-12 el 24 de julio dirigido al Fiscal General de la República  quien respondió con oficio FGR-485-12 informando  que las denuncias interpuestas por parte del personal de dicha fiscalía están siendo investigadas por la Inspección fiscal y que está a la espera del informe que la Comisión de mejoramiento del Ambiente Laboral del Ministerio Público realizó en dicha fiscalía para tomar las decisiones que se consideren.

Xinia informa que ayer fue publicitado por intranet el nombramiento de un nuevo fiscal adjunto en sustitución de Luis Chang, quien fue designado para hacerse cargo de las fiscalías electrónicas, proyecto que se replicará en otras fiscalías del país. Este cambio probablemente tendrá un impacto positivo en la solución de los problemas manifestados por las compañeras que acudieron a la comisión de género el pasado 19 de julio.

Acuerdo 1: Enviar al Fiscal General  acuse de recibo, destacando la actitud asequible y reiterando la disposición de la Comisión del Género para colaborar en lo que sea necesario. Acuerdo firme.
1.2.
Se informa sobre respuestas obtenidas a acuerdos tomados por la Comisión de Género en sesiones pasadas:
a)
Sra. Adriana  Murillo:

La Dirección y Subdirección del OIJ informaron a la Secretaría Técnica de Género en oficio 576-DG-2012, remitido a esta oficina que una vez se reincorpore la Dra. Murillo al trabajo lo hará en la plaza #43415 en San Joaquín de Flores, plaza que dejó vacante la Dra. Marisel Fernández.

b) Sra. Blanca Selva Urbina.

Sobre el acoso laboral sufrido por esta persona en calidad de meritoria en el Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José. Situación conocida por el Consejo Superior órgano a instancia de la STG el que en sesión # 62-12 del 28 de junio  artículo LXXXIII, acuerda: no realizar la investigación que sobre la situación se pidió en razón de que conocieron informe que al respecto hizo el Sr. Gilberth Gómez, juez coordinador y solicitar al departamento de personal un estudio sobre las condiciones laborales de las personas meritorias.

c) Sra. Estrella Soto Quesada.
Situación en la cual ella y sus compañeras son sujetas de malos tratos y discriminación por parte de la jefatura. Respecto a este caso Alba Solano,  informa que una visita de supervisión conocieron de la situación misma que fue informada a la Dirección General. Uno de los compañeros se jubiló y el otro ya no la molesta por lo que podría decirse que la situación se resolvió.

La Comisión considera que todas las gestiones realizadas han sido exitosas.

II.- Caso Juez  Sixto Solera Chaves.

Esta situación fue remitida por la Mag. Doris Arias para incluirla en agenda del día de hoy en razón de publicación aparecida en un periódico donde se señala que dicho juez está acusado por abusos sexuales y que sin embargo continúa laborando aún suspendido de sus funciones.

Xinia informa de la investigación que sobre este caso se realizó en la Secretaría Técnica de Género y en donde, efectivamente, aunque el señor Solera se encuentra suspendido con goce  de salario desde noviembre del 2011, por acuerdo del Consejo Superior se encuentra laborando en el Programa Contra el Retraso Judicial bajo la supervisión de la Dra. Jenny Quirós. E viernes 3 de agosto se solicitó información sobre este caso a la Inspección judicial indicándose que se suspendió por tres meses más con goce de sueldo mientras se conoce la recomendación que realizó dicho órgano de revocatoria de nombramiento.

La Mag. Arias señala las implicaciones que una decisión de este tipo, y sobre todo en consideración del delito por el que se le acusa, tiene respecto a las personas usuarias en general y particularmente sobre la persona menor de edad que sufrió la situación. Luego de una amplia discusión sobre este caso se acuerda:

Acuerdos:

•
Enviar al Consejo Superior una solicitud donde se plantee la urgencia de no reubicar a una persona que esté siendo investigada en causas disciplinarias o penales por hostigamiento sexual, delitos sexuales o violencia doméstica. Aunque se entiende la preocupación por el hecho de que son personas suspendidas con goce de salario y las implicaciones que tiene para la administración institucional, medidas de este tipo afectan la credibilidad y la confianza en la administración de justicia tanto de las víctimas como de la opinión pública.

•
Comisionar a la Mag Arias para que redacte la solicitud anterior donde se recuperen los compromisos que el Estado costarricense asumió con la suscripción de Convenciones Internacionales de eliminación de la violencia contra las mujeres.

•
Enviar  oficio a la Inspección Judicial y la Comisión de Relaciones Laborales a efecto de que la Política Institucional de Igualdad de Género sea incorporada en los procesos disciplinarios y en la toma de decisiones en aquellos asuntos vinculados al Hostigamiento sexual, violencia doméstica y delitos sexuales donde está demandado personal judicial. Igualmente, que dada la gravedad de esos hechos y las implicaciones que tienen para las víctimas, establezcan mecanismos que agilicen la investigación y las recomendaciones finales de las mismas.

Acuerdo firme.

III.- Caso de denunciantes de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas, Fiscal Max Chinchilla.

Señala la Mag. Villanueva que las denunciantes, todas fiscalas de esa oficina, conversaron con ella sobre el caso y sobre situaciones que están enfrentando  en la Inspección Judicial donde se está realizando la investigación disciplinaria. Luego de una amplia discusión sobre este tema, también conocido  a profundidad por la Mag. Arias quien amplía la información sobre el caso se acuerda:

Acuerdos:
a) Que la Secretaría Técnica de Género brinde apoyo y acompañamiento en el proceso disciplinario que siguen las funcionarias ofendidas tal y como está definido en el Reglamento Institucional contra el hostigamiento sexual.
b) Que independientemente de las medidas tomadas en el proceso penal, se defina como medidas cautelares que se prohíba al demandado acercarse al lugar de trabajo, ingresar a la oficina donde ellas laboran y de ninguna forma directa o indirecta perturbarlas.
c) Que las medidas cautelares le sean notificadas a las jefaturas inmediatas de ambas partes y a la oficina de seguridad del Poder judicial a fin de que el oficial de seguridad del edificio donde se encuentra el lugar de trabajo de las denunciantes conozca sobre las mismas.
d) Que se asigne a las denunciantes  de este caso: Emilia Hernández, Vanessa Arguedas, Libeth Carit, Cathering Aguilera, Maribel Chavarría, Saylin Méndez, Mariela Muñoz y Susan Brenes, defensora o defensor público.
e) Que en este caso y en todos los que se traten de hostigamiento sexual o delitos sexuales se tomen las medidas necesarias para evitar la revictimización incluyendo el uso de la cámaras de Gesell recabar los testimonios de las víctimas o sus testigos.
f)  Que se informe a la Comisión de Género sobre el protocolo de abordaje que tiene la Inspección Judicial definido para atender e investigar los casos de hostigamiento sexual.
g) Que la Inspección Judicial   especialice a parte de su personal en el abordaje e investigación de los casos por hostigamiento sexual.
Acuerdo firme

IV.-  Caso de la Sra. Rebeca González:

Servidora del OIJ, que mediante carta dirigida a la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, plantea a esa dirección se pronuncie sobre su situación laboral en la que considera está recibiendo un trato discriminatorio. Esta situación fue también puesta en conocimiento de la Comisión de Género por la señora González, conocido el detalle de su solicitud a la Dirección General  del OIJ se acuerda:

Acuerdos:
•
Tomar nota de la carta enviada por la señora González.

•
Trasladarla al Consejo Consultivo de Género del OIJ para que le de el seguimiento que corresponda e informe a la Comisión de Género sobre los resultados de la gestión  de la señora González.

Acuerdo firme

V.- Correspondencia recibida.

5.1. Oficio del 26 de julio 2012 #6789 donde se informa a la Mag. Zarela Villanueva sobre la designación de la Magistrada Carmenmaría Escoto y el Magistrado Román Solís como representantes de la Sala I ante esta Comisión. Acuerdo tomado en sesión 22 de Corte Plena del 25 de junio del año en curso, artículo VII.

Xinia señala que aunque se ha invitado a las personas representantes de la Sala I para integrarse los días jueves a las reuniones de la Comisión de Género no les es posible ya que es el día designado para votación.

Acuerdo: En razón de la importancia de que puedan incorporarse a las reuniones de esta comisión la Mag. Escoto y el Mag. Solís, a partir del mes de septiembre las reuniones se trasladará al lunes a partir de las 9:00 a.m. y cuando ese día se convoque a sesión de Corte se trasladarán para miércoles a las 2:00 p.m.

5.2. Acuerdos del Consejo Superior dirigidos a la Comisión y la Secretaría de Género, sesión 63-12 del 3 de julio, artículos XXIV y XXV; en los que pone en conocimiento los informes # 95 y # 102 de la sección de estadística del departamento de planificación; el primero sobre el movimiento de trabajo en las fiscalías penales juveniles  año 2011 y el segundo sobre el movimiento de trabajo de Fiscalías del MP para el mismo año. En ambos casos el acuerdo es trasladar ambos informes a la comisión  de seguimiento de la LPVM, la comisión de género y la secretaría para que se estudie la aplicación de la Ley en esta materia.

Acuerdo: la Secretaría, participará en conjunto con la Comisión de Seguimiento  de la LPVM, en el análisis de la aplicación de dicha Ley tanto en mujeres jóvenes como en adultas, de acuerdo a los resultados de los informes señalados.

VI.- Varios.

6.1. Respecto a la denuncia por hostigamiento sexual interpuesta por la funcionaria de OIJ MG contra tres de sus jefes, Alba señala que la muchacha conversó con ella ya que en razón de que no se han tomado declaraciones a sus testigos, al punto que puede existir riesgo de prescripción en razón de que los demandados de manera reiterada cambian defensor.

Acuerdo: Se solicita a Olga Fallas que indague en la Defensa Pública e informe a esta comisión que es lo ha venido sucediendo en este caso.

6.2. Doña Zarela plantea su preocupación porque en el proceso que se inició recientemente para la definición del Plan estratégico institucional del próximo quinquenio, el Departamento de Planificación no convocó a participar a la Secretaría de Género e igualmente le parece necesario que en las contrataciones que se realicen que tengan que ver con el tema igual la Secretaría debe participar como contraparte. Luego de discutir ampliamente sobre la necesidad de que una representante de la Secretaría participe en este proceso, se acuerda.

Acuerdos: 

a) Solicitar a  Corte Plena la incorporación de la STG en las actividades que convoque el Departamento de Planificación y que estén dirigidas a la discusión y definición del nuevo Plan estratégico institucional. Lo anterior en razón de que, tanto  la Ley 8273 que rige el segundo contrato de préstamo otorgado por el BID (cláusula 3.02 y anexo  B) como la “Política de Equidad de Género” (páginas 6 y 9) aprobada de manera unánime por Corte Plena en noviembre del 2005, son enfáticos en señalar la necesidad y el compromiso de que en todo el quehacer judicial y en la misión, visión y objetivos institucionales se incorpore  de manera transversal la perspectiva de género.
b)  Solicitar al Consejo Superior que en los casos de contratación de consultorías que estén vinculadas con el tema de género en cualquiera de los ámbitos que conforman el Poder Judicial, la Secretaría integrará el equipo contraparte y en el resto de contrataciones, será la Secretaría Técnica de Género la que definirá en cuáles se involucra aportando su criterio técnico sobre el tema. Previo a enviar esta solicitud pedir asesoría a doña Ana  Romero, subdirectora ejecutiva, sobre cuáles serían los elementos a considerar en el tema de contrataciones para que la solicitud de participación de la Secretaría sea efectiva.

6.3. En razón de las situaciones discutidas en los primeros puntos de esta acta, las Magistradas Villanueva y Arias plantean la necesidad de hacer una revisión de las propuestas de reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, del Ministerio Público y del OIJ; todas en lo que tiene que ver con los procesos disciplinarios  adicionalmente el Reglamento contra el Hostigamiento sexual vigente.

Acuerdo: Que Alba Solano y Xinia Fernández como integrantes de la Comisión contra el hostigamiento sexual revisen preliminarmente  las propuestas de reformas ya formuladas; los procedimientos de la Ley Orgánica, Reglamento de hostigamiento sexual  y Regímenes Disciplinarios del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y Defensa Pública, para  hacer recomendaciones que incorporen la perspectiva de género los procesos disciplinarios.

6.4. Olga Fallas plantea  las dificultades que están teniendo las Defensoras de pensiones alimentarias con el juez a cargo de esa materia destacado en el PISAV. Se transcribe textualmente lo enviado por ella en correo del 16 de agosto.
a) Primer Tema: Realización de Audiencia de Recepción de Prueba Testimonial en procesos donde no ha existido oposición del demandado. En aplicación de numeral 39 de la Ley de Pensiones Alimentarias, se establece la resolución por parte del juzgador de forma inmediata cuando no ha existido oposición de la parte demandada, pero surge la interrogante debido a que el juez de aquí del P.I.S.A.V está señalando audiencias de recepción de prueba en casos donde no hay oposición del demandado lo cual no es usual, ya que el numeral es expreso en indicar que "...Cuando el demandado manifieste expresamente su conformidad o no se oponga a la demanda y deje transcurrir el emplazamiento, se procederá a dictar sentencia, una vez evacuada la prueba que se ordenó...", siendo que el sentido literal de la norma, se indica claramente que al no existir oposición por parte del demandado, el juzgado no tiene más actuación que dictar sentencia, siendo únicamente la excepción cuando se haya ordenado prueba que sea fundamental para resolver., ya que de lo contrario se está atrasando un proceso que es de naturaleza sumaria como bien lo señala el numeral 2 del mismo cuerpo normativo. Y se desnaturaliza el objetivo y fines del PISAV.

Ahora bien, no solamente se contraviene con esta actuación la normativa de pensiones alimentarias, sino el Código Procesal Civil el cual debe utilizarse por la integración que debe hacerse en esta materia tan sensible, en aras de una interpretación hermenéutica de las normas y en apego al interés de los alimentarios, como lo indica el numeral 7 de la Ley de Pensiones Alimentarias, ya que este cuerpo legal claramente en el numeral 436 al efecto señala que "...Cuando el demandado manifieste su conformidad o cuando no haga ninguna oposición y deje transcurrir el emplazamiento, el juez dictará resolución en la declarará con lugar la demanda si está fuera procedente//...".
Es evidente entonces, que existe fundamento legal que respalda el dictado de sentencia si no existe oposición, por ende no comprende la Defensa Pública cual es el fundamento, que se está utilizando para realizar estos señalamientos, si realizarlo contraviene abiertamente normas procesales y aún más principios constitucionales que devienen del debido proceso como es la celeridad procesal y por supuesto un marco constitucional como lo es el interés superior de un menor, ya que estamos ante una materia que protege sus intereses.
b) Segundo Tema: No girar orden de apremio por no contar con el número de identificación del demandado.
En un caso particular, se presento ante el Juzgado de Pensiones Alimentarias PISAV, una demanda de pensión alimentaria, en la cual la actora fue clara en indicar que desconocía el número de identificación del demandado, no obstante lo anterior, el señor juez procedió a dar curso a la demanda, previniendo en la misma a la parte actora, el número de identificación del demandado, así como el nombre de sus padres, en esa misma resolución se procedió a expedir la comisión correspondiente para notificar al demandado. 
La prevención indicada fue cumplida con respecto a aportar los nombres de los padres del demandado, no así con la identificación que no se conocía. El traslado de la demanda fue notificado EN FORMA PERSONAL al demandado, pero el mismo, a la fecha, no ha realizado el depósito correspondiente a su obligación alimentaria, razón por la cual la actora procedió a firmar apremio corporal en su contra, contando con todos los requisitos legales al efecto.
La orden de apremio solicitada SIN NINGÚN FUNDAMENTO LEGAL, JURISPRUDENCIAL O A FIN, fue "reservada" por el señor Juez Lic. Mario Bustamante Bustamante, bajo la tesitura que de previo debía cumplirse la prevención realizada en el traslado de la demanda con respecto al número de identificación del demandado, así que la actora procedió a interponer recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra dicha resolución, por considerar que la misma violenta los derechos fundamentales de las personas menores de edad, y que son acreedoras en el proceso de pensión alimentaria, esto debido a que la prevención del nombre de los padres del demandado ya se había cumplido, y a que se indicó desde el escrito inicial que el número de identificación del demandado es desconocido, solicitándole al señor juez procediera a expedir la orden de apremio contra el señor Orozco.
 En todo caso, el juzgador cuenta con los medios posibles para obtener la información. Incluso haciendo alusión a la circular 15-2011 del Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia , donde se instó a los jueces que conocen la materia alimentaria para que "1)... No se debe limitar el acceso a la justicia de personas en condiciones de vulnerabilidad...2) Insistir en el uso de de las herramientas tecnológicas que ha puesto el poder judicial a disposición de los jueces y juezas para incorporar información a la que eventualmente se le podría accesar a la persona usuaria...", así las cosas y siendo que existe por medio de intranet (Programa tecnológico del Poder Judicial) un acceso directo con la Dirección General de Migración y Extranjería, bien podía el señor juez tramitador verificar la condición migratoria del demandado y corroborar el número de su identificación en caso de que la tenga, o bien puede enviar el oficio correspondiente a dicha institución para que se le brinden los datos que requiere, actos que a la fecha no se han ejecutado.

Hasta el día de hoy, el juzgador se ha negado a ejecutar las órdenes de apremio solicitadas (dos mensualidades consecutivas al día de hoy), por la falta de la identificación del demandado, con fundamento en que de no acreditarse el número de identificación del demandado, podría eventualmente llevarse a la detención de una tercera persona que no es parte en el proceso, pero se tiene el nombre y apellido del demandado, argumento que es rebatible con la sola consulta al link de personas físicas ubicado en intranet para uso de los funcionarios judiciales, y en el que se indica que en nuestro país no se registra ninguna persona con el nombre y apellidos del demandado, y aun obviando lo anterior, existen diversas formas de identificar a una persona: por medio de su nacionalidad, nombre de sus padres, características físicas individualizantes, entre muchas otras, sin que ninguna de ellas implique una violación a los derechos del obligado a la cuota alimentaria, ni de terceros, actos a los que el señor juez simplemente se niega a ejecutar en aplicación de un criterio sumamente formalista que va en detrimento de los derechos de las personas menores de edad.

Aunado a lo anterior, a la fecha el señor juez tramitador no ha realizado ninguna gestión conducente a traer al expediente la información del número de identificación del demandado, pues el único documento emitido lo es un oficio dirigido a la Dirección General de Migración y extranjería en el que NO SE SOLICITA EL NUMERO DE IDENTIFICACIÓN REPORTADO DEL DEMANDADO, por lo que se desprende de dicho documento que el juzgador lamentablemente parece que  no aplica el principio de oficiosidad o celeridad que se supone debe regir la materia alimentaria. 
En virtud de lo anterior, consultamos
Saludos Cordiales
MSc Paola Amey Gómez

Acuerdos: 

a) Trasladar a Roger Mata las preocupaciones planteadas por Olga Fallas.
b) Solicitar a Jeannette Arias apoyo en el tema de capacitación y seguimiento este asunto en el PISAV.
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